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Nttu. REGISTROz 625/9L

AS{|NTO: Recurso de amparo pro-

movido por don Antonio Mouriño

V iñas .

En Ia pieza separada de suspensión, la
acordado dictar el siguiente

AUTO

1". Por escrito que tiene ent,rada en este Tribunal
el 20 de Marzo de Lggl , €1 Procurador de los Tribunales don
José Lufs Martfn Jaureguibeitia interpone, en nombre y repre-
eentación de don Antonio Mouriño Viñas, recurso de amparo con
tra Auto de L7 de febrero de L99L de la Sección 2c de La Au
diencia Provincial  de Bi lbao en e1 rol lo de apelación núm.
20 /eo .

SOPRE: Contra Auto de L7 de fe-
brero  de  1991 de  Ia  Secc ión j la

Bi lbao, dictado en el  rof fo j  ie
i i

ape lac ión  20 /90 .  I  I
í t
l l
i l
t l

¡ t

)8
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2. La demanda de amparo 6e basar €Il  sfntesisr €fl

los s igu ientes hechos:

a)  Por  Auto de 15 de jun io de 1989,  €I  Juzgado de

Instrucción nr1m. 5 de gi l-bao, dictado en las Dil igencias inde-

terminadas núm. 76/89,  acordó la  in tervención det  te lé fono de

Marfa Luiea Prado Ugartemendia. La intervencj.ón decretada fue

poster iormente prorrogada en AuLo de L4 de ju l io  de L989.

b) El hoy recurrente de amparo, como uno de los

usuar ios del  te ]éfono in tervenido,  so l ic i tó  de l  Juzgado la  nu-

l idad de la intervención decretada, por ent,ender que dichas re-

so luc iones vu lneraban e l  ar t , .  18.3 y  24.L de Ia  CE.  Por  Aut ,o

de 6 de ju l io  de 1990,  Iuego conf i rmado en Auto de L7 de agos-

to, el Juzgado denegó la nulidad interesada.

c) Formulado recurso de apelación ante la Sección

2e  de  1a  Aud ienc ia  P rov inc ia l  de  B i l bao  ( ro l l o  núm.  20 /901 ,  f ue

desest imado en Auto de L7 de febrero de 1991,  conf i rmator io  de

los impugnados.

3. Ira representación del recurrent,e considera que

lae reeoluciones impugnadas vuLneran 1os derechos al secreto de

lae  comunicac ionee te le fón icas  (a r t .  L8 .3  CE)  y  a  no  su f r i r

inde fens ión  (a r t .  24 . t  CE) .  En pr imer  té rmino ,  por  1o  que se

refiere aL secreto de las comunicaciones, alega que en el Aut,o

de 15 de junio de 1989, gue acordó intervenir  e l  t ,e léfonor €rI

ningúrn caso Ee suspendió el derecho fundamental del hoy recu-

rrent,e de amparo, yd que é1 no aparece mencionado en dicha re-

solución, a pesar de ser la persona que usaba dicho teléfono.

AI no haberse indicado el nombre del recurrente en el Auto hay

que concluir que no existla aut,orización judicial alguna para

euspender su derecho fundamental al secreto de las comunicacio-

ne6. En este sent idor no es posible compart , i r  e l  cr i ter j -o man
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tenido por la Audiencia Provincial de que el objeto de la in-

t.ervención eE¡ eJ aparato de teléfono mismo y que las comunica-

ciones que se Lirnitan son aquellas que t j-enen como origen o

como dest, ino el aparato intervenido, pues el lo supone una con-

fusión entre objeto y sujeto, cuando el derecho fundamental ha

de ser suspendido a det,erminada persona. En otro orden de co-

sas, aduce que el hecho de que en e1 Aut,o de prórroga de la ih-

t,ervención, de fecha L4 de jul io de L989, aparezca ya eepecif. i i -

cado el nombre del hoy recurrente nada signif ica al respec{o,

pues la prórroga sóIo podrÍa realizarse de la intervención 
fn-

t,ee acordada y, si se querfa suspender del derecho al hoy repu-

rrente, debfa haberse hecho en un Auto especff ico de intervpn-
¡ ,

ción, no en el Auto de prórroga. I:

$
En segundo lugarr €o cuanto a la violación Aef fAe-I

recho a  Ia  no  indefens ión  (a r t .24 .1  CE) ,  en  1a  demanda se  
f fe -

ga gü€r aI haberse acordado Ia intervención telefónica de{rtro

de unae dil igencias indeterminadasr s€ ha impedido la int,erfen-

ción en dicho proceso det Minister io Fiscal ,  con Io que ef f  hoV

recurrente $e vio privado de su auxil io ya que una de suef mi-

s iones consiste en velar por los derechos fundament,ales (prt .

3.3 del  Estat ,uto Orgánico del  Minister io Fiscal  )  .  eeimismof,  la

act ,uación judic iat ,  a l  desarrol larse fuera de los l fmitesl  aef
proceso penal, ha privado aI hoy recurrente de determinadas ga-

rantfas que establece la ley. Asf, se han mant,enido unas dil i-
genciae indeterminadae abiert,as durante casi doe meses, sin gue

el hoy recurrente tuviera conocimient,o alguno de su exist,encia,
por lo que de hecho han sido secretas sin que haya sido decre-

tado eI eecret,o. De otra parte, los Autos ahora impugnados ca-

recen de una mfnima fundamentación o motivación, Io que también

ha generado indefensión al hoy recurrente. En concretor €rr Jos
Autoe no ae indican algunos datoe fundamentales, como son: a)

Clase de del i to que se trata de esclareeer y cuá1es son 1as

razones y sospechas que tiene eI Juzgado para considerar que el

hoy recurrente pueda estar implicado en el delito que se inves-
t iga;  y b) Razonee que han aconsejado aI  Juez suspender el  de-
recho aI  secreto de las comunicaciones.
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En atención a 1o expuesto,  sol ic i ta de este Tr ibu-

nal que otorgue eI amparo, declare la nulidad de los Autos in-

pugnados, y prive de cualquier efect,o probat,orio a cuant,as ac-

tuaciones se der iven directamente de las resoluciones. Por

"otrosf"  p ide la suspensión "del  procedimiento penal ,  sumario

2589, del Juzgado de Instrucción nr1m. 3 de Bilbao, hasta la re-

solución del  presente recurso".

4. Admitido eL recurso a trámite, la Sección s"gtj-

da de Ia Sala Primera de este Trj-bunalr por providencia de Át

de febrero de L992, acuerda formar la present,e pieza separada

yt a tenor de Io dispuesto en el art. 56 de la Ley Orgánica ddil

Tr ibunal  Const , i tuc ional  (LOTC),  conceder  un p lazo de t res d ld is

al Ministerio Fiscal y a1 solicitante del amparo para gü€r deff-

tro de dicho t,érmino, formulen Jas alegaciones que estinen peff-

t inent,e sobre la suspensión sol ic iLada.

5.  En su escr i to  de a legaciones,  preeentado e l  2

marzo de Lgg2,  ef  Min is ter io  F iscal  a f i rma que la  pretensión

amparo se dirige contra los Autos de L5 de junio y L4 de julf io

de  1989 de l  Juzgado de  rns t rucc ión  núm.5  de  B i lbao por  IFs

gü€r respectivamenter s€ autorizó y se prorrogó en las dil igefn-

cias indeterminadas núm. 76/89 1a intervención durante un nles

del te1éfono de dicha ciudad núm. 4L6L875t aef como cont,ra los
posteriores Autos conf irmatorios de 1os anteriores. En cons'e-

cuencia, de ot,orgarse eI amparo, corresponderfa decret,ar la nu-

lidad de los autos por los que se autorizó Ia intervención te-

lefónica y, como e1 resultado de esta intervención pudiera pre-

eentarse en el acto de1 juicio oral como prueba de cargo

preconet,it,uidar por no ser posible su reproducción en dicho

act,o¡ €s cl-aro que de proseguir la tramitación del proceso y

celebrarse e} juicio oral en eI que se aportaran como pruebas

lae escuchas telefónicas pudiera comportar Ia pérdida de Ia f i -

nalidad perseguida con eI recurso de amparo. Pero este resulta
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do est,arfa condicionador €Il primer lugar, a gue las eseuchas

fueren propuestas como tal prueba y que la Sala la admitiera y

6e fundara en el las para decidir  Ia cuest ión;  Y, en segundo lu-

9árr a que la Sentencia fuese condenatoria sin haber tenido en

cuenta y valorado otras pruebas l lcitamente practicadas.

La prosecución del proceso penal, Puesr l lo supone

un perjuicio irreparable para el recurrente, porque la denun-

cj-ada vulneración del  derecho a las comunicaciones (art .  t?. ,

CE) cesó al  concluir  e l  p lazo por el  que se acordó La intervfn-

ción telefónica. La suspensión tampoco harfa perder al anp{ro

au finatidad en cuanto a la presunta vulneración del derech{ a

la tutela judic ia l  efect , iva (art .  24.L CE) por haberse adontf ldo

la intervención al margen de un proceso penal en dil isencfias

preprocesales. En cambio, como reiteradamente ha declarfido

eete TribunaL, existe un interés general en mant,ener La efipa-

cia de las resoluciones judic ia les (y ,  cabrfa añadir ,  ta [ ¡ 'no
suspensión de los proceeos ) , que se superpone aI int,erés p"*i-

I

cular deL recurrente.  I¡
i
I

Por 1o expuesto, el Fiscal estima que procede Ofi.-

tai euto por el que se deniegue la suspensión solicitada eorl el

recurrent,e don Antonio Mouriño Viñas. I
I
I
I
I

6. La represent,ación del  recurrente,  en esc{ i to

presentado el-  4 de marzo de Lggz, alega gü€r de est imaree el

recurso de amparo, puede producirse la nulidad de cuantas dil i-

genciae de pruebas derivan directamente de aquellas resolucio-

nes dictadas vulnerando derechos fundament,ales y, en consecuen-

cia, afect,ar a todo Io actuado en el sumario y provocar que

deba dictarse una Sentencia absolutoria. A1 respecto pone de

manif ieeto,  como antecedentes necesar ios,  Los s iguientes

hechos: a) El  hoy recurrente estuvo en pr is ión provis ional

desde e l  d fa  L0  de  agos to  de  1989 has ta  e l  22  de  ju l io  de  L991,

fecha en  la  que sa l ió  en  l iber tad  ba jo  f ianza de  200.000 p t ,as .
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b) A part,ir del 20 de noviembre de 1991 tuvieron lugar las

seeiones del  ju ic io oral ,  d ictándose Sentencia condenator ia por

la Sección Primera de la Audiencia Provincial de Bilbao e1 dfa

9 de dic iembre de 1991. c)  Contra la c i tada Sentencia 8e

interpuso recurc¡o de casación ante el Tribunal Supremo (recurso

nr1m. 26 /92) ¡  d)  Con f  echa 2 de enero de L992 se acordó eI

ingreeo en pr is ión,  con carácter provis ional ,  de todos }os

condenados mient,ras se tramitan los recursos de casación
t
f

En at,ención a 1o expuesto, considera necesario {t.
se suspenda eL proceso penal hasta que se resuelva el pr"s"tit"

¡
recurso, acordándose Ia l ibertad provisional del recurre{te

mient^ras el proceso permanece suspenso. l ilr

$
I

I I  I
FUNpAMENTOS JrJRrprcos ll

I
I

I
I

L. EI art f  culo 56. 1 de la LOTC establece qrr .  
I  f .

Sala que conozca de un recurso de amparo suspenderá, de otipio
I

o a instancia de parte,  Ia ejecución del  acto de Jos eod{res
prlbticos por raz6n del cual se reclame el amparo constitu{io-

nal ,  cuando de su ejecución pudiera resul tar  una si tua{ iOn
¡

irreversible que si prosperara 1a queja deducida, harla imp{si-

ble e1 restablecimient,o de los derechos fundamentales en cuya

Iesión se basa la pretensión formulada.

2.  En el  caso que nos ocupa, eI  recurso de amparo

ae dirige, t,al como se hace constar expresamente en el escrito

de demanda, contra los Autos dictados por el Juzgado de Ins-

trucción núm. 5 de Bi lbao, los dfas 15 de junio y L4 de ju l io,

en las Dil igencias indeterminadas núm. 76/89, gü€ decret,aron y
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confirmaron, respectivamente, fa intervención de un teléfono

del que era usuario el hoy recurrente, y contra el Aut,o de L7

de febrero de L99L de la Sección Segunda de La Audiencia

Provincial de Bilbao, confirmatorio de Los anterioree. La

petición de suspensión se refiere¡ €tr cambio, a Ia t,otaLidad

del procedimiento penal -sumario núm. 2539 del ,Juzgado de Ins-

trucción núm. 3 de Bilbao- seguido contra eI hoy recurrente y

ot,rosr por la poeibi l idad de gü€r de estimarse el presente re-

curao de amparo, pueda decreLarse la nulidad de cuantas di l i '5.-

gencias de pruebas derivan direct,amente de las resolucio

ahora recurr idas.  En este sent ido,  ademásr €Í l  e l  escr i to

alegaciones el recurrente afirma, sin concreción alguna, gü€

la causa penal citada Ia Audiencia Provincial de BiLbao ha c -

tador €n fecha 9 de dicienbre de 1991, Sentencia condenatorj

que contra dicha Sentencia ha sido formulado recurso de

ción ante e l  Tr ibunal  Supremo ( recuso núm. 26/92r .

3. De 1o anter ior  se deduce, pues¡ eü€ Ia sus$en-

sión que se pide , aunque instada respecto de deterrniqadasf:re-

soluciones, en realidad se ref iere a la tot,al-idad de un propeso

penal eue, ademásr s€ encuentra pendiente de casación antp el

Tribunal Supremo, por 1o que no procede decretar la suspen{ión.

AI reepect,o, la prosecución del proceso penal no supone un fper-
juicio irreparable para el recurrente, puesto gü€r de una lpar-
t€ ,  como razona e l  Min is ter io  F iscal  en su escr i to  de a le

nes, la presunt,a vulneración de1 derecho consagrado en el art.

18.3 CE cesó aL concluir  e l  p lazo por el  que se acordó Ia in-

tervención telefónica,  y,  de otra part ,er  r ro es posible anal i -

zar en eI  incidente de suspensión la cuest ión reLat iva a la va-

l idez o inval idez de las pruebas der ivadas, en su caso, de la

intervención t,eIefónica decretada, máxime cuando respecto de

dicha cuestión arln se encuentra abierta la vfa judicial ordina-

r ia .

3f

de

en

Pc¡r 1o expuesto, la Sala acuerda denegar Ia suspen
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sión solicit ,ada por eI Procurador de l-os Tribunalee don José

Lufs Mart,fn Jaureguibeit iar €n nombre y represent,ación de don

Antonio Mouriño Viñas.

Madr id ,

venta y  dos.

a dieciseis de marzo de mi1 novecientos no-

.¿'" /

" /


